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Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, en 
virtud de lo dispuesto en su artículo 3.1.c).

Y para que así conste, ambas partes firman el presente Protocolo de 
colaboración por cuadruplicado en el lugar y fecha indicados en el encabe-
zamiento.–Por la Comunidad de Castilla-La Mancha, María Nieves Calvo 
Alonso-Cortés, Consejera de Cultura de la Junta de Comunidades de Cas-
tilla-La Mancha.–Por el Ministerio del Interior, Alfredo Pérez Rubalcaba, 
Ministro del Interior. 

 6382 RESOLUCIÓN de 19 de diciembre de 2006, de la Secreta-
ría de Estado de Seguridad, por la que se publica el 
Acuerdo por el que la Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias encomienda al Organismo Autónomo Tra-
bajo Penitenciario y Formación para el Empleo la gestión 
de la actividad de elaboración y puesta a disposición de 
determinados productos textiles para la dotación de los 
Centros Penitenciarios.

La Secretaría de Estado de Seguridad y el Organismo Autónomo de 
Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo han suscrito, con fecha 
19 de diciembre de 2006, un acuerdo por el que se encomienda al Orga-
nismo Autónomo de Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo la 
gestión de la actividad de elaboración y puesta a disposición de determina-
dos productos textiles para la dotación de los centros penitenciarios.

Para general conocimiento, se dispone su publicación como Anexo a la 
presente resolución.

Madrid, 19 de diciembre de 2006.–El Secretario de Estado de Seguridad, 
P.D. (Orden INT/2853/2006, 13 de septiembre), la Directora General de Ins-
tituciones Penitenciarias, Mercedes Gallizo Llamas.

ANEXO

Acuerdo por el que la Dirección General de Instituciones Peniten-
ciarias encomienda al Organismo Autónomo de Trabajo Penitencia-
rio y Formación para el Empleo la gestión de la actividad de elabo-
ración y puesta a disposición de determinados productos textiles 

para la dotación de los centros penitenciarios

De una parte, el Excmo. Sr. D. Antonio Camacho Vizcaíno, Secretario de 
Estado de Seguridad, en el ejercicio de sus competencias de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 14 de la Ley 6/97, de 14 de abril, de organización y 
funcionamiento de la Administración General del Estado, y para este acto 
conforme al artículo 14 de la Ley 30/1992, de 26 de septiembre, en relación 
al punto 1 de la ORDEN INT/2853/2006, de 13 de septiembre.

De otra, la Sra. D.ª Mercedes Gallizo Llamas, Presidenta del Organismo 
Autónomo Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo, en el ejerci-
cio de sus competencias de acuerdo con lo previsto en el artículo 5, aparta-
dos 1, 2.a) y 2.c) del Real Decreto 868/2005, de 15 de julio.

Las partes reunidas se reconocen capacidad legal suficiente para suscri-
bir el presente acuerdo.

MANIFIESTAN

Primero.–Que, conforme a lo establecido en el artículo 25.2 de la Cons-
titución Española: «Las penas privativas de libertad y las medidas de segu-
ridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no 
podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que 
estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de 
este Capítulo a excepción de los que se vean expresamente limitados por el 
contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitencia-
ria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los benefi-
cios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso a la cul-
tura y al desarrollo integral de su personalidad.»

Segundo.–Que, conforme a lo establecido en el artículo 1 de la Ley Orgá-
nica 1/1979, de 26 septiembre, General Penitenciaria: «Las Instituciones 
penitenciarias reguladas en la presente Ley tienen como fin primordial la 
reeducación y la reinserción social de los sentenciados a penas y medidas 
penales privativas de libertad, así como la retención y custodia de deteni-
dos, presos y penados. Igualmente tienen a su cargo una labor asistencial y 
de ayuda para internos y liberados.»

Que, conforme a lo establecido en el artículo 13 de la Ley Orgánica 1/
1979, de 26 septiembre, General Penitenciaria (en adelante LOGP): «Los 
establecimientos penitenciarios deberán contar en el conjunto de sus 
dependencias con servicios idóneos de dormitorios individuales, enferme-
rías, escuelas, biblioteca, instalaciones deportivas y recreativas (…) y, en 
general, todos aquellos que permitan desarrollar en ellos una vida de colec-
tividad organizada y una adecuada clasificación de los internos, en relación 
con los fines que en cada caso les están atribuidos».

Que, conforme a lo establecido en el artículo 14 LOGP: «La Administra-
ción penitenciaria velará para que los establecimientos sean dotados de los 
medios materiales y personales necesarios que aseguren el mantenimiento, 
desarrollo y cumplimiento de sus fines.»

Que, conforme a lo establecido en el artículo 21.1 LOGP: «Todo interno 
dispondrá de la ropa necesaria para su cama y de mueble adecuado para 
guardar sus pertenencias.»

Tercero.–Que, conforme a lo establecido en el artículo 2 del Real 
Decreto 190/1996, de 9 febrero, de Reglamento Penitenciario (en adelante 
RP): «La actividad penitenciaria tiene como fin primordial la reeducación y 
reinserción social de los sentenciados a penas y medidas de seguridad pri-
vativas de libertad, así como la retención y custodia de los detenidos, pre-
sos y penados y la asistencia social de los internos, liberados y de sus 
familiares.»

Que, conforme a lo establecido en el artículo 14 RP: «1. Las celdas y dor-
mitorios colectivos deben contar con el espacio, luz, ventilación natural y 
mobiliario suficientes para hacerlos habitables, así como de servicios higié-
nicos. 2. Todo interno dispondrá de la ropa necesaria para su cama y uso 
personal y de un lugar adecuado para guardar sus pertenencias, aunque se 
encuentre compartiendo celda con otros. 3. La Administración velará para 
que en la distribución de los espacios y en la ornamentación de los edificios 
se cumplan los criterios generales de habitabilidad y comodidad.»

Cuarto.–Que, de acuerdo con el artículo 4.2.d) del Real Decreto 991/
2006, de 8 de septiembre, por el que se desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio del Interior corresponden a la Subdirección General 
de Servicios de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias, entre 
otras, las siguientes competencias:

«La administración y gestión patrimonial de los inmuebles y equipa-
mientos adscritos a la Dirección General de Instituciones Penitenciarias, 
así como de todos los medios materiales asignados a ésta (art. 4.1.i).

La evaluación de las necesidades de actuación en materia de manteni-
miento y mejora de las infraestructuras y de los equipamientos, y la ejecución 
y el seguimiento de los programas y proyectos que correspondan (art. 4.1.j).

El apoyo técnico preciso para la ejecución o puesta en funcionamiento 
de las actuaciones comprendidas en el plan de infraestructuras, así como 
realización de todos los informes o controles técnicos precisos para el man-
tenimiento adecuado de las instalaciones penitenciarias (art. 4.1.k).»

Quinto.–Que, de acuerdo con lo previsto en el apartado c) del artículo 2 
del Real Decreto 868/2005, de 15 de julio, que aprueba el Estatuto del Orga-
nismo Autónomo Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo, son 
competencias de este organismo:

«a) La organización del trabajo productivo penitenciario y su oportuna 
retribución.

b) La instalación, ampliación, transformación, conservación y mejora 
de los talleres, granjas y explotaciones agrícolas penitenciarias, o locales e 
instalaciones necesarias para los fines del organismo, así como los servi-
cios, obras y adquisiciones que se refieren a su explotación, producción o 
actividad.

c) La realización de actividades industriales, comerciales o análogas y 
en general cuantas operaciones se relacionen con el trabajo penitenciario o 
se le encomienden por la Dirección General de Instituciones Penitenciarias 
para el cumplimiento de los fines que le son propios.»

Sexto.–Que, de acuerdo con la exposición de motivos del Real Decreto 
782/2001, de 6 julio, que regula la relación laboral de carácter especial de los 
penados que realicen actividades laborales en talleres penitenciarios y la 
protección de la Seguridad Social de los sometidos a penas de trabajo en 
beneficio de la comunidad: «Esta norma está presidida por una concepción 
del trabajo de los internos que conjuga aspectos de formación y de ejercicio 
de una actividad laboral que tienen como finalidad última facilitar su futura 
inserción laboral.» El ámbito de aplicación de este Real Decreto se encuen-
tra en su artículo 1, que en desarrollo de lo establecido en el artículo 2.1.c) 
del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 marzo, de Estatuto de los Traba-
jadores, establece que: «El presente Real Decreto regula la relación laboral 
de carácter especial existente entre el Organismo Autónomo Trabajo y 
Prestaciones Penitenciarias (hoy Trabajo Penitenciario y Formación para 
el Empleo) u organismo autonómico equivalente y los internos que desarro-
llen una actividad laboral en los talleres productivos de los centros peniten-
ciarios, así como la de quienes cumplen penas de trabajo en beneficio de la 
comunidad.»

Séptimo.–Que la administración penitenciaria, a través de la actividad 
de los talleres productivos de los centros penitenciarios gestionados por 
el Organismo Autónomo Trabajo Penitenciario y Formación para el 
Empleo, en el ejercicio de la competencia mencionada en el apartado 
quinto, realiza una actividad industrial y comercial mediante procesos 
productivos en los que se obtienen mercancías susceptibles de cubrir 
necesidades de esa misma administración.

La producción y utilización de estos bienes genera ventajas económi-
cas y sociales en la gestión económico patrimonial de la administración 
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penitenciaria. Así, esta producción es realizada por personas que, encon-
trándose privadas de libertad, voluntariamente realizan una actividad 
laboral. Esta actividad es una relación laboral especial voluntaria, retri-
buida y en la que está garantizada la protección y cotización a la Seguri-
dad Social, de acuerdo con el Real Decreto 782/2001, de 6 julio, indicado 
en el apartado sexto. En esta actividad laboral estos trabajadores obtie-
nen y/o consolidan hábitos laborales, obtienen formación para el empleo, 
y reciben una remuneración. Por ello, esta actividad facilita la adquisición 
y/o mantenimiento de aptitudes que facilitan su reinserción en el medio 
libre con respeto a la ley penal. Desde el punto de vista de la rentabilidad, 
la administración penitenciaria con esta actuación trata de reducir el 
gasto en productos necesarios para el funcionamiento de los centros 
penitenciarios. Y permite a la vez que parte del coste de los productos 
revierta directamente en el fin constitucionalmente impuesto a esta admi-
nistración de reeducación y reinserción de las personas privadas de liber-
tad, como ha sido indicado en el apartado primero.

La gestión del Organismo Autónomo Trabajo Penitenciario y Forma-
ción para el Empleo se realiza conforme a lo establecido en el mencio-
nado Real Decreto 868/2005, de 15 de julio, que aprueba su Estatuto. En 
concreto, las necesidades derivadas de los proceso productivos de los 
talleres penitenciarios son cubiertas mediante los recursos económicos 
regulados en el artículo 9 de su Estatuto, su régimen patrimonial está 
previsto en el artículo 10 también de su Estatuto, y su régimen presupues-
tario y de contratación se realiza conforme a lo previsto en el artículo 11 
de ese Estatuto, que indica que: «El régimen de contratación del orga-
nismo autónomo será el determinado en el Texto Refundido de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2000, de 16 de junio.»

Por tanto, la dotación de determinados muebles con destino a los cen-
tros penitenciarios puede ser garantizada mediante los productos obteni-
dos en los talleres productivos de los centros penitenciarios.

Octavo.–Que, conforme establece el artículo 15 de la Ley 30/92, de 26 
de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del 
procedimiento administrativo común:

«1. La realización de actividades de carácter material, técnico o de ser-
vicios de la competencia de los órganos administrativos o de las Entidades 
de Derecho público podrá ser encomendada a otros órganos o Entidades 
de la misma o de distinta Administración, por razones de eficacia o cuando 
no se posean los medios técnicos idóneos para su desempeño.

2. La encomienda de gestión no supone cesión de titularidad de la 
competencia ni de los elementos sustantivos de su ejercicio, siendo res-
ponsabilidad del órgano o Entidad encomendarte dictar cuantos actos o 
resoluciones de carácter jurídico den soporte o en los que se integre la 
concreta actividad material objeto de encomienda.

3. La encomienda de gestión entre órganos administrativos o Entida-
des de derecho público pertenecientes a la misma Administración deberá 
formalizarse en los términos que establezca su normativa propia y, en su 
defecto, por acuerdo expreso de los órganos o Entidades intervinientes. 
En todo caso el instrumento de formalización de la encomienda de ges-
tión y su resolución deberá ser publicado, para su eficacia en el Diario 
Oficial correspondiente.

Cada Administración podrá regular los requisitos necesarios para la 
validez de tales acuerdos que incluirán, al menos, expresa mención de la 
actividad o actividades a las que afecten, el plazo de vigencia y la natura-
leza y alcance de la gestión encomendada».

En consecuencia, procede que la Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias, como titular de la competencia para la dotación de los 
centros penitenciarios, encomiende al Organismo Autónomo Trabajo 
Penitenciario y Formación para el Empleo la elaboración y puesta a dis-
posición de determinados bienes muebles y productos textiles para la 
dotación de los centros penitenciarios, atendiendo a las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto.–El objeto del presente acuerdo consiste en enco-
mendar al Organismo Autónomo Trabajo Penitenciario y Formación para 
el Empleo, la elaboración y puesta a disposición de determinados produc-
tos textiles para la dotación de los centros penitenciarios. Se trata de 
bienes que cumplan la condición de haber sido confeccionados, fabrica-
dos, transformados o manipulados en los talleres productivos gestiona-
dos por el Organismo Autónomo Trabajo Penitenciario y Formación para 
el Empleo de los centros penitenciarios dependientes de la Dirección 
General de Instituciones Penitenciarias.

Los bienes a suministrar consistirán en productos textiles de «Equipa-
miento de cama» que se especifican en ANEXO I y cuyas prescripciones 
técnicas se unen al presente convenio (ANEXO II).

Las cantidades correspondientes a cada producto y los precios unita-
rios, incluidos gastos de transporte e impuestos también se reflejan en 
cada anualidad en el referido Anexo I.

Segunda. Financiación y forma de pago.–El pago se hará efectivo, 
de una sola vez, sobre la base de la factura presentada por el Organismo 

Autónomo Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo respecto a 
la entrega real de productos del Anexo I suministrados y conformados 
por los centros.

Aplicación presupuestaria. 16.05.133A. 221.04.
Importe máximo estimado: La Dirección General de Instituciones 

Penitenciarias abonará al Organismo Autónomo de Trabajo Penitenciario 
y Formación para el Empleo el importe máximo estimado que se deter-
mina por anualidades conforme al cuadro siguiente: 

Ejercicio presupuestario
Importe máximo estimado 

– 
Euros

  
2006 766.879,25
2007 1.327.869,92
2008 1.049.575,07

 Tercera. Modificación de productos a suministrar.–Por necesida-
des sobrevenidas podrán ser modificados tanto el número como el tipo de 
producto del ANEXO I. Si la causa de la modificación fuera el tipo de 
producto los precios de los nuevos artículos a suministrar serán conveni-
dos por encomendante y encomendado. La modificación en el n.º de artí-
culos a suministrar estará en función de las necesidades derivadas de las 
altas y bajas causadas por los internos en los centros penitenciarios. En 
este caso las variaciones que se produzcan en el importe total a pagar por 
el encomendante, sean a la alza o a la baja, se aceptaran siempre por el 
encomendado.

Cuarta. Actualización de precios.–Los precios unitarios reflejados 
en el Anexo I serán actualizados cada año natural en función del IPC del 
año inmediato anterior.

Quinta. Liquidación anual.–En cada ejercicio presupuestario se efec-
tuará una liquidación anual en base al importe máximo estimado y al 
importe real resultante de los artículos suministrados y su precio unitario.

Sexta. Seguimiento del acuerdo.–Con el objeto de posibilitar el 
seguimiento y evaluación de la ejecución del acuerdo tanto en los aspec-
tos de prestación de los servicios como de impacto del proyecto, se cons-
tituirá una Comisión de Seguimiento, Control y Vigilancia del acuerdo, 
con la siguiente composición:

Por parte de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias: el 
Subdirector General de Servicios Penitenciarios o persona que él designe 
en sustitución, y un Jefe de Área o de Servicio de dicho Organismo Autó-
nomo designado por el Subdirector General de Servicios.

Por parte del Organismo Autónomo Trabajo Penitenciario y Forma-
ción para el Empleo: el Gerente o persona que designe en sustitución, y un 
Jefe de Área o de Servicio de dicho Organismo Autónomo designado por 
el Gerente.

La Presidencia de la Comisión corresponderá al Subdirector General 
de Servicios Penitenciarios o al Gerente del Organismo Autónomo ó, 
alternativamente por períodos de seis meses, al Subdirector General de 
Servicios. Penitenciarios y al Gerente del Organismo Autónomo, comen-
zando por el primero.

La Comisión se reunirá cuantas veces sea convocada por el Presidente 
de la misma, y tendrá como función realizar el seguimiento del proyecto y 
resolver las dudas o controversias que pudieran plantearse en la ejecu-
ción del mismo.

Séptima. Naturaleza.–El presente acuerdo tiene naturaleza jurídica 
administrativa, y las cuestiones controvertidas que pudieran suscitarse en 
relación con la interpelación, modificación y demás efectos del Convenio, 
se confían a los acuerdos que se adopten por la Comisión de seguimiento, 
control y vigilancia.

La presente encomienda queda fuera del ámbito de aplicación del TR 
de la LCAP, de acuerdo a lo establecido en su artículo 3.1 I).

Octava. Vigencia.–El presente acuerdo entrará en vigor, con carác-
ter general, desde la firma del mismo y mantendrá su vigencia hasta el 31 
de diciembre de 2008, pudiendo ser prorrogado expresamente.

Ambas partes podrán denunciar el acuerdo comunicando esta inten-
ción por escrito a la otra parte con una antelación mínima de 6 meses con 
objeto de garantizar el cumplimiento de los contratos que hubieran tenido 
que ser celebrados para su cumplimiento, y la eficacia y eficiencia de los 
medios destinados al mismo.

En prueba de conformidad y para que surta los efectos oportunos, se 
firma el presente acuerdo en duplicado, en Madrid a diecinueve de 
diciembre de dos mil seis.–El Secretario de Estado de Seguridad, Antonio 
Camacho Vizcaíno.–La Presidenta del Organismo Autónomo de Trabajo 
Penitenciario y Formación para el Empleo, Mercedes Gallizo Llamas.

Madrid, 19 de diciembre de 2006.–El Secretario de Estado de Seguri-
dad, P.D. (Orden INT/2853/2006,de 13 de septiembre), la Directora Gene-
ral de Instituciones Penitenciarias, Mercedes Gallizo Llamas. 
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ANEXO I

Equipo diverso de ropa cama

Periodo  2006-2008

Artículo

2006 2007 2008 Periodo 2006 - 2008

Unidades Precio 
unitario Total Unidades Precio 

unitario Total Unidades Precio 
unitario Total Unidades Total

            
 Sábanas de algodón: 75.950  483.790,00 75.950  483.790,00 75.950  483.790,00 227.850 1.451.370,00
80 x 180 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 70.200 6,36 446.472,00 70.200 6,36 446.472,00 70.200 6,36 446.472,00 210.600 1.339.416,00
80 x 190 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4.300 6,36 27.348,00 4.300 6,36 27.348,00 4.300 6,36 27.348,00 12.900 82.044,00
90 x 190 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 600 6,36 3.816,00 600 6,36 3.816,00 600 6,36 3.816,00 1.800 11.448,00
135 x 180 . . . . . . . . . . . . . . . . . . 850 7,24 6.154,00 850 7,24 6.154,00 850 7,24 6.154,00 2.550 18.462,00
 Sábanas ignífugas: 700  6.370,00 700  6.370,00 700  6.370,00 2.100 19.110,00
80 x 180 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 200 9,10 1.820,00 400 9,10 3.640,00 400 9,10 3.640,00 1.000 9.100,00
80 x 190 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 500 9,10 4.550,00 300 9,10 2.730,00 300 9,10 2.730,00 1.100 10.010,00
 Fundas almohada algodón: 36.990  86.978,25 36.990  86.978,25 36.990  86.978,25 110.970 260.934,75
80  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 36.475 2,35 85.716,25 36.475 2,35 85.716,25 36.475 2,35 85.716,25 109.425 257.148,75
90  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 400 2,35 940,00 400 2,35 940,00 400 2,35 940,00 1.200 2.820,00
135  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 115 2,80 322,00 115 2,80 322,00 115 2,80 322,00 345 966,00
 Fundas almohada ignífugas: 200  708,00 200  708,00 200  708,00 600 2.124,00
80  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 200 3,54 708,00 200 3,54 708,00 200 3,54 708,00 600 2.124,00
 Fundas colchón ignífugas: 5.500  93.225,00 14.636  248.080,20 10.068  170.652,60 30.204 511.957,80
80 x 180 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4.978 16,95 84.377,10 13.247 16,95 224.536,65 9.113 16,95 154.465,35 27.338 463.379,10
80 x 190 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 446 16,95 7.559,70 1.189 16,95 20.153,55 817 16,95 13.848,15 2.452 41.561,40
90 x 190 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 27 16,95 457,65 73 16,95 1.237,35 50 16,95 847,50 150 2.542,50
135 x 180 . . . . . . . . . . . . . . . . . . 35 16,95 593,25 91 16,95 1.542,45 63 16,95 1.067,85 189 3.203,55
135 x 190 . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14 16,95 237,30 36 16,95 610,20 25 16,95 423,75 75 1.271,25
 Colchas algodón poliéster: 6.400  95.808,00 32.651  488.785,47 19.526  292.304,22 58.577 876.897,69
80  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.312 14,97 94.490,64 32.199 14,97 482.019,03 19.256 14,97 288.262,32 57.767 864.771,99
90  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 28 14,97 419,16 272 14,97 4.071,84 150 14,97 2.245,50 450 6.736,50
135  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 60 14,97 898,20 180 14,97 2.694,60 120 14,97 1.796,40 360 5.389,20
 Colchas ignífugas:  . . . . . . . . 0  0,00 600  13.158,00 400  8.772,00 1.000 21.930,00
80  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  21,93 0,00 600 21,93 13.158,00 400 21,93 8.772,00 1.000 21.930,00
   Total anualidad  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 766.879,25   1.327.869,92  1.049.575,07  3.144.324,24

MINISTERIO DE FOMENTO
 6383 RESOLUCIÓN de 7 de marzo de 2007, del Centro Nacional 

de Información Geográfica, por la que se publica el Conve-
nio de colaboración con el Instituto Cartográfico de Cata-
luña para el desarrollo del Sistema de Información sobre 
Ocupación del Suelo en España.

Suscrito, previa tramitación reglamentaria, entre el Centro Nacional 
de Información Geográfica y el Instituto Cartográfico de Cataluña, el día 7 
de diciembre de 2006, un Convenio de Colaboración para el desarrollo del 
Sistema de Información sobre Ocupación del Suelo en España (SIOSE), y 
en cumplimiento de lo establecido en el artículo 8.2 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, procede la publicación 
de dicho Convenio que figura como anexo de esta Resolución.

Madrid, 7 de marzo de 2007.–El Presidente del Centro Nacional de 
Información Geográfica, Alberto Sereno Álvarez.

ANEXO

Convenio de Colaboración entre el Centro Nacional de Informa-
ción Geográfica y el Institut Cartogràfic de Catalunya para del 
desarrollo del Sistema de Información sobre Ocupación del Suelo 

en España (SIOSE)

De una parte, el Sr. Jaume Miranda i Canals, Director General del Ins-
titut Cartogràfic de Catalunya, entidad de derecho público de la Generali-
tat de Catalunya sometida al ordenamiento jurídico privado y regulada 

por la Ley 16/2005, de 27 de Diciembre, de la información geográfica y del 
Institut Cartogràfic de Catalunya, actuando en nombre y representación 
del mismo.

Y de otra, el Sr. Alberto Sereno Álvarez, Presidente del Centro Nacio-
nal de Información Geográfica (CNIG), Organismo Autónomo adscrito al 
Ministerio de Fomento en virtud de lo establecido en el Real Decreto 
1243/1990 (BOE del 17.10.1990) y de su nombramiento como Director 
General del Instituto Geográfico Nacional por el Real Decreto 1010/2002, 
de 27 de septiembre (B.O.E. núm. 233. 28.09.2002), y de acuerdo con lo 
dispuesto en la Orden de 19 de octubre de 2004 de la Ministra de Fomento 
(B.O.E. núm. 265. 03.11.2004), por la que se delegan determinadas compe-
tencias en el Director General del IGN, en nombre y representación de la 
Administración General del Estado.

Ambas partes se reconocen mutuamente, en la calidad con que cada 
uno interviene, la capacidad legal necesaria para suscribir este Convenio, 
y a tal efecto,

EXPONEN

1.  La Ley 7/1986, de 24 de enero, de Ordenación de la Cartografía, 
establece que es competencia de la Administración del Estado, a través 
del Instituto Geográfico Nacional, en adelante IGN, del Ministerio de 
Fomento:

El establecimiento y mantenimiento de las redes nacionales geodésica 
y de nivelación.

La formación y conservación de las series cartográficas a escala 
1/25.000 y 1/50.000, que constituyen el Mapa Topográfico Nacional.

La formulación de series cartográficas a otras escalas de ámbito nacio-
nal, que en su momento fueran aprobadas reglamentariamente.

Asimismo, esta Ley prevé que, para el ejercicio de estas competencias, 
puedan suscribirse acuerdos de cooperación entre los distintos Órganos 
de las Administraciones Públicas.


